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Resumen

Este trabajo comenzará sobre un análisis sobre el surgimiento de la seguridad social en
occidente y el comienzo del pacto inter e intrageneracional que dio surgimiento a las
primeras políticas públicas. El segundo capítulo analizará la seguridad social en la
Argentina, haciendo un análisis sobre la historia pasada y presente. En el tercer capítulo
haremos un análisis sobre la seguridad social en el mundo. Se harán observaciones sobre el
tipo de sistema de seguridad social en paises de desarrollo medio, tales como los paises
sudamericanos. Se analizará los tipos de seguridad social en paises desarrollados, donde se
hará un análisis de los paises nórdicos y de los paises subdesarrolados. Se compararán los
tipos de sistema en el mundo con el sistema argentino. Se finalizará con las conclusiones
del presente documento.
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1- Los marcos teóricos de la seguridad social. Historia del nacimiento del pacto

inter e intrageneracional.

1.1 Objeto de la seguridad social

Uno de los principales objetivos de la seguridad social consiste en la suavización del

consumo de las personas en las diferentes etapas del ciclo de vida humana2. La suavización

del consumo consiste en que las personas puedan transferir consumo presente a consumo

futuro, tomando el consumo presente como el realizado como población económicamente

activa y que transfiere el consumo al futuro cuando se esa población se encuentre en la

vejez.

Antiguamente, la asistencia para el consumo o sobrevivencia en la vejez provenía del

propio círculo familiar quien solventaba las necesidades de la población mayor mediante la

cual se asistía de alimentos, bienes y servicios. En caso de que no recibieran ayuda del

entorno, los adultos mayores quedaban expuestos a una situación de pobreza.

A medida que fue avanzando el siglo XX, se fueron dando cambios en la composición

demográfica y poblacional que no permitieron este tipo de ayuda familiar interfamiliar. Por

otro lado, dados los avances económicos y científicos, fue aumentando la longevidad de los

humanos por lo que hubo cambios con respecto a las necesidades económicas de la

población pasiva.

Existen otros dos motivos que fundamentan la transferencia de ingresos intrageneracional,

o sea entre distintas generaciones, que consisten en la reducción de la pobreza y la

distribución progresiva del ingreso, sobre todo para aquella población que no pudo

transferir consumo presente a consumo futuro dado que tuvo un ingreso bajo o de

subsistencia.

El diseño de los sistemas de pensiones también afecta el ahorro agregado, la acumulación

de capital, la tasa de crecimiento económico, el mercado de trabajo y la situación fiscal. Los

sistemas de pensiones también tienen la función de solucionar las fallas de mercado de las

2 “Encrucijadas en la seguridad social argentina, reformas, cobertura y desafíos para el sistema de
pensiones”; Bertranou, F.; Cetrángolo, O.; Grushka, C.; Casanova, L.; CEPAL – OIT; 2010.
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personas con respecto a la incertidumbre futura de la situación económica de un país. A

nivel microeconómico los agentes no tienen acceso a la cantidad de información a la que

pueden manejar Estados nacionales, por lo que las decisiones de ahorro y consumo presente

de las familias pueden producir insuficiencia de ahorro y consumo futuro. Los sistemas de

pensiones tienen como finalidad corregir las fallas de mercado para que los ciclos de

consumo presente y futuro tiendan al equilibrio económico general y particular de las

familias.

1.2 Organización de los sistemas de seguridad social en occidente

La seguridad social tiene su nacimiento, en los tiempos modernos, en la Alemania de fines

del siglo XIX bajo la conducción de Otto Von Bismarck quien se propuso aumentar los

niveles de bienestar económico de la población ante la agitación política de la época3. El

modelo social alemán se constituyó de forma contributiva y se materializó a través del

seguro social de enfermedad (1883), de accidentes de trabajo (1884) y pensiones de vejez e

invalidez (1889). Se implementó un modelo de seguridad social a fines de brindar seguros

de ingresos ante enfermedades, accidentes de trabajo, maternidad, desempleo y vejez.

Se implementaron políticas de seguridad social en Estados Unidos con la Social Security

Act en 1935 por el presidente Franklin Roosvelt ante la crisis del crack de la bolsa de Wall

Street en 1929. Se pasó de una concepción liberal del Estado a una política activa donde

hubiera un Estado de Bienestar (welfare state).

En Gran Bretaña, William Beveridge presentó el reporte “Social Insurance an alliad

Services” en 1942 donde coordinó y propuso una serie de reformas que consistieron en un

seguro social para las necesidades básicas, la asistencia social nacional para los casos

especiales y un seguro voluntario para las adiciones a las provisiones básicas. Estas

políticas tuvieron como propósito terminar con la indigencia y de asegurar a los ciudadanos

los ingresos básicos para su vida.

Surgieron de este modo, dos tipos de seguridad social moderna, el sistema bismarckiano y

el sistema beveridgeano. El primero se basa en un sistema de financiamiento mediante

3 “Análisis integral del sistema de seguridad social en Argentina”; Funes, M. (Director); UNCUYO; 2016.
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cotizaciones de empleadores y trabajadores y cubre solamente a trabajadores. Sus

prestaciones son consideradas como remuneraciones indirectas al trabajo y es llevado a

cabo por un conjunto de entes organizados como empresas de seguros. El sistema

beveridgeano se financia con impuestos comunes y especiales y protege al conjunto de los

miembros de la sociedad. Sus prestaciones son independientes a sus propios ingresos y es

gestionado por el Estado.

1.3 Tipos de seguridad social. Controversias sobre sistema privado y público

Se discuten dos tipos de seguridad social, el privado y el público, en los que se debaten la

perspectiva individual (seguro y suavización del consumo) y perspectiva social (alivio de la

pobreza y distribución del ingreso). Si bien los recursos de las cotizaciones salariales son

claves en la financiación de los sistemas previsional, los distintos régimenes dependen del

financiamiento de rentas generales para poder cubrir las atenciones de los sistemas de

seguridad social. En este sentido, la sustitución de un sistema de reparto por uno de

capitalización no genera, necesariamente, mayores tasas de crecimiento económico y de

acuerdo con experiencias de fines del siglo XX en América Latina, la introducción de

cuentas individuales ha demostrado que una mayor vinculación entre contribución y

beneficio previsionales no genera por si misma mayor cobertura. No se constata que

mediante el sistema privado haya aumento de cotizantes ni se genere mayor regularidad en

los aportes.

Se concidera que para que un sistema previsional cubra de manera efectiva las necesidades

de la clase activa y pasiva, debe tener ciertos grados de adaptabilidad al ciclo económico

general, para poder compenzar el nivel de cotizaciones presentes con la prestación social

por vejez. También, el sistema de seguridad social cumple un rol armomizador de los ciclos

de auge y caida de la economía, siendo un captador de fondos anticíclicos en momentos de

crecimiento de la economía como un dinamizador del nivel económico en momentos de

depresión. La política de moderador de los ciclos es llevada de manera mas eficiente por los

Estados nacionales que por los sistemas privados de previsión social. Los fondos de ahorro

público generados por las cápitas de los asalariados, funcionan como potentes

dinamizadores de la inversión y el consumo presente, siendo parte fundamental del

instrumental de las politicas publicas de corto, mediano y largo plazo.
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2- La seguridad social en la Argentina. La historia y el presente.

2.1 La historia de la seguridad social en la Argentina

La Argentina fue pionera en la introducción de la seguridad social en América Latina4. La

Argentina introdujo las primeras medias de protección social entre 1877 y 1887 se dictan

las primeras leyes que brindaron cobertura previsional a magistrados, docentes nacionales y

personal del Gobierno nacional. Las prestaciones eran financiadas con recursos de rentas

generales y no respondían a lógicas contributivas.

El desarrollo de la seguridad social a principios del siglo XX le dio al sistema un carácter

contributivo y solidario, por lo menos al conjunto de trabajadores que tenían acceso al

sistema previsional. En las leyes de presupuesto de 1901 a 1904 se dispuso deducir el 5%

de los salarios de los empleados públicos para generar un fondo jubilatorio. En 1904 se

dictó la Ley 4.349 que estableció el primer régimen orgánico de previsión social. Entre

1915 y 1944, se registró una expansión de la cobertura con la creación de las Cajas

previsionales en diferentes ramas de actividad, lo que determinó la extensión hacia el sector

privado. Estas Cajas previsionales fueron parte de un régimen heterogéneo, donde cada

Caja previsional contaba con requisitos de elegibilidad, realización de aportes,

financiamiento y suficiencia de las prestaciones. El sistema era cerrado, ya que los

beneficiarios sólo podían estar afiliados a una sola Caja y el beneficio previsional sólo era

para los trabajadores que se desempeñaban en la actividad específica de cada Caja.

La constitución de 1949, dictada durante el primer gobierno de Juan D. Perón contenía

numerosas disposiciones en materia de seguridad social. Dicha Constitución fue anulada

por el Golpe de Estado de 1955 que reestableció la vigencia de la Constitución de 1853.

La reforma constitucional de 1957, introdujo las principales normas en materia de

seguridad social que se encuentran en vigencia, con algunas modificaciones después de la

reforma constitucional de 1994. La Constitución Nacional, en el artículo 14 bis, introducida

en la reforma de 1957 que se mantiene vigente en la actualidad, garantiza a los trabajadores

el seguro social obligatorio, las jubilaciones, las pensiones móviles y la protección integral

4 “La seguridad social en el centro de la política social argentina. Un recorrido por los últimos treinta años de
democracia.”; Torrice, L.; Iriarte, N.; Revistas de Debate Público; 2014.
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de la familia. El carácter irrenunciable de dichas normas significa la obligatoriedad al

acogimiento de dichos beneficios. El artículo 14 bis agrega que cuando se trate de personas

que se encuentren trabajando, el derecho a la seguridad social cubrirá al menos la atención

médica y el subsidio o jubilación en casos de accidentes de trabajo o enfermedad

profesional y cuando se trate de mujeres, licencia retribuida por maternidad, antes y

después del parto.

A comienzos de la década de 1960 aparecen síntomas de erosión en los beneficios

percibidos por el régimen previsional, lo que sumado a su fragmentación estructural y

problemas financieros, da origen a cierta inconsistencia de diseño, como por ejemplo la

existencia de la doble cobertura, beneficiarios de jubilación reducida, retiro voluntario a

quienes se les permitía acceder a las prestaciones a edades inferiores a las de retiro o con

menores años de aportes y debilidades institucionales para la fiscalización entre otros.

En 1967 se llevó a cabo una reforma profunda del sistema. En primer lugar, la Ley N°

15.575 redujo de trece a tres el número de Cajas en funcionamiento: Caja Nacional de

Previsión para el Personal del Estado y Servicios Públicos, Caja Nacional de Previsión para

el Personal de la Industria, Comercio y Actividades Civiles y la Caja Nacional para los

Trabajadores Autónomos. En segundo lugar, se disolvió el Instituto Nacional de Previsión

Social y se creó la Secretaría de Seguridad Social como organismo a cargo del sistema. En

1969 se producen nuevas modificaciones que significaron la creación del Sistema Nacional

de Previsión Social, la fusión de la Caja Nacional de Previsión para el Personal del Estado

y Servicios Públicos y la Caja Nacional de Previsión para el Personal de la Industria,

Comercio y Actividades Civiles, conformándose el Régimen de trabajadores en relación de

dependencia (Ley N° 18.037), mientras que con la Caja de trabajadores autónomos se

define el Régimen de trabajadores independientes (Ley N° 18.038). Estas reformas

consolidaron la lógica de reparto en un sistema que se financiaría con los aportes de los

trabajadores y las contribuciones de los empleadores, los cuales habían sido unificados en

5% y 15% respectivamente. También se eliminó la presencia sindical en las Cajas,

estatizándose el sistema. Dentro de ese proceso de unificación de Cajas, se dispuso el

reempadronamiento obligatorio, que fue acompañado por una moratoria, con el objeto de
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mejorar el financiamiento del sistema en el corto plazo y facilitar la regularización de las

deudas por parte de los afiliados.

La reforma de finales de la década de 1960 permitió homogenizar gran parte del sistema. Se

modificaron los parámetros que determinaban el acceso al beneficio jubilatorio, se

estableció el cómputo de la prestación previsional de un modo más restrictivo respecto a

experiencias previas, y esta se determinó entre el 70% y el 82% de las remuneraciones

actualizadas, percibidas durante los tres años calendarios más favorables (continuos o

discontinuos), comprendidos en el período de diez años calendarios inmediatamente

anteriores al año de cesación el servicio.

En 1973 se autorizó a las asociaciones profesionales, mediante la Ley N° 20.155, a celebrar

convenios de corresponsabilidad gremial en materia de seguridad social, lo que les permitió

participar en la tramitación de las prestaciones, en la fiscalización y en el establecimiento

de regímenes complementarios autofinanciados por los interesados.

El proceso de la dictadura de 1976-1983 produjo un desfinanciamiento del sistema de

seguridad social del año 1974 al 1986 al aumentar el desempleo del 3,4%, aumentando la

subocupación horaria del 4,6% al 7,4%, bajando los trabajadores registrado del 56,9% al

51,4% e incrementando el trabajo no registrado del 18,8% al 20,9% para el mismo período

mencionado al principio (1974-1986)5.

2.2 De la reforma del sistema en 1994 al presente

La reforma previsional de 1994 (Ley N° 24.241) tomó de referencia el modelo chileno y

significó la adopción de un sistema mixto que, al alterar la lógica de solidaridad

intergeneracional como su único principio constitutivo, incluyó la capitalización individual

como un elemento central de la futura jubilación del trabajador. Se trató de un sistema

mixto, ya que se combinaban dos sistemas, uno administrado por el Estado y otro por las

Administradoras de Fondos de Jubilaciones y Pensiones (AFJP) y las Compañías de Seguro

de Retiro (CSR), en su mayoría privadas y vinculadas entre sí. En cuanto a la

determinación de los haberes jubilatorios también se presentaban diferencias, mientras en el

5 “Población y bienestar en la Argentina del primero al segundo centenario. Una historia social del siglo XX”;
Torrado, S.; EDHASA; Serie de Estudios del Bicentenario; 2007.
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sistema de reparto resultaban de la composición de tres tipos de prestaciones a cargo del

Estado, en la capitalización se combinaban recursos públicos con un haber financiado por

las AFJP con los fondos capitalizados de sus afiliados. La reforma benefició al sistema de

capitalización, en por ejemplo, en los mecanismos de estipulados para optar entre uno u

otro régimen. Mientras para elegir reparto, cada contribuyente debía solicitarlo por escrito

en un acortado límite de tiempo, en el caso de la capitalización la afiliación se realizaba de

manera automática. Se mantenía la misma asimetría para pasar, una vez ya afiliado, de un

sistema al otro: el pasaje al régimen estatal sólo fue posible en los dos años posteriores a la

reforma, en cambio no había limitantes para traspasarse al sistema de capitalización. El

nuevo sistema no sólo no impulsó el crecimiento económico ni los haberes jubilatorios,

sino también, redujo dramáticamente los ingresos fiscales del Estado y generó la

distribución regresiva del ingreso para el conjunto de la clase trabajadora. Los únicos

beneficiados fueron los bancos y fondos internacionales y locales que hicieron grandes

negocios financieros con el cobro de tasas de administración a los aportantes. Se redujo la

cobertura previsional y el nivel de aportes dado el avance del empleo no registrado y la

caída de las condiciones de trabajo del conjunto de los trabajadores. Hubo una alta

concentración de las AFJP, de las 26 de comenzaron a operar en 1994, sólo quedaron 11 en

2006 debido a las fusiones y adquisiciones. Hubo una enorme transferencia de recursos del

Estado a las AFJP, además de que el Estado se hizo cargo de la Prestación Básica Universal

y Prestación Compensatoria de los afiliados de las AFJP. El Estado vio reducido los

recursos previsionales con la reducción de alícuotas de las contribuciones patronales,

pasando estas del 33% al 17,8%, con el supuesto objetivo de incentivar la contratación de

personal en un contexto de alto desempleo. El desfinanciamiento previsional explica el

enorme endeudamiento externo que tomó el Estado nacional ante la pérdida de recursos.

A partir de diciembre de 2008, entró en vigencia la Ley N° 26.425 que dispuso la

unificación del Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones (SIJP) en un único régimen

previsional público que se denominó Sistema Integrado Previsional Argentino (SIPA),

financiado a través de un sistema solidario de reparto, garantizando a los afiliados y

beneficiarios del régimen de capitalización vigente hasta la fecha idéntica cobertura y

tratamiento que la que brindaba el régimen previsional público, en cumplimiento del

mandato previsto por el artículo 14 bis de la Constitución Nacional, eliminándose de esta
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forma el sistema de capitalización. El financiamiento del sistema consiste en el aporte del

11% del salario de los trabajadores en relación de dependencia, la contribución de los

empleadores del 16% de la misma base salarial y el aporte personal de los trabajadores

autónomos del 27% de sus ingresos presuntos. Los fondos administrados por las AFJP

fueron derivados al Fondo de Garantía de Sustentabilidad (FGS) administrado por la

ANSES. El activo del fondo se invierte únicamente de acuerdo con criterios de seguridad y

rentabilidad adecuados, contribuyendo al desarrollo sustentable de la economía real a

efectos de garantizar el círculo virtuoso entre crecimiento económico y el incremento de los

recursos de la seguridad social, encontrándose prohibida la inversión de dichos fondos en el

exterior. El de 22 de octubre de 2008 se aprobó la Ley de Movilidad Jubilatoria,

determinándose que los haberes jubilatorios se incrementen en los meses de marzo y

septiembre de cada año en base a la variación de los recursos tributarios de la seguridad

social por beneficiario y por el incremento que registren semestralmente los salarios,

determinando ambos componentes un 50% del valor índice. En octubre de 2009 el gobierno

nacional puso en marcha una política de transferencias monetarias condicionadas que

recibió el nombre de la Asignación Universal por Hijo (AUH).

El plan de inclusión social, que incorporó mediante el Plan de Inclusión Previsional

(2004-2007) a más de tres millones de personas al Sistema Prvisional desde su

implementación6, junto con la reestatización de los fondos previsionales de 2008. Esta

política fue posible por el proceso de crecimiento y expansión económica que fue

motorizado por la ampliación de la masa salarial a partir de la disminución del desempleo

desde el 21,5% en mayo de 2002 al 5,5% de octubre de 2015. Los millones de nuevos

puestos de trabajo generado, fueron los que aportaron a la ampliación del sistema de

seguridad social. Estos nuevos puestos de trabajo estuvieron caracterizados por ser nuevo

empleo registrado que pasó del 45% en 2004 a ser del 35% a principios de 20107.

3- La seguridad social en el mundo. Un análisis comparado.

3.1 El tipo de sistema en países de desarrollo medio tales como en Sudamérica

7 “El mercado de trabajo en la post convertibilidad (2002-2010): avances y desafíos pendientes”; Álvarez, M.;
Fernández, A; Pereyra, F.; Universidad Nacional de Moreno; 2011.

6 “El modelo de crecimiento con inclusión social. Asignaturas pendientes”. Cárcamo, J.; Tenewicki, M.;
Universidad Nacional de Moreno; 2008.
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3.1.1 El caso de Chile

En el año 2006, una Comisión presidencial evaluó una serie de problemas en el sistema de

pensiones con respecto a la calidad y extensión de cobertura, de inequidad de género y de

funcionamiento del régimen de capitalización individual que había sido fundado en 1981

(CEPAL-OIT, 2010). Esta Comisión determinó que una parte mayoritaria de los aportantes

recibiría pensiones significativamente más bajas que sus remuneraciones, tanto porque no

habían tenido regularidad en sus aportes como porque los rendimientos de sus cuentas de

previsión privada había sido insuficiente. Se estimó que en 20 años más, sólo la mitad de

los adultos iba a contar con una pensión superior a la mínima, menos del 5% tendría una

pensión mínima y el resto tendría una pensión inferior a la mínima. Los que corrían peligro

de quedar en esa situación era la población más vulnerable tales como trabajadores de bajos

ingresos, trabajadores estacionales, cuentapropistas y mayoritariamente mujeres.

El antiguo sistema fue reformado en 2008 y se basó en tres pilares: el retorno del Estado en

un rol preponderante en el sistema de pensiones, el aumento de cobertura previsional de los

grupos vulnerables y la búsqueda de perfeccionamiento del sistema de capitalización

individual. Con esta reforma se buscó combatir la pobreza y de equidad de género,

mediante la incorporación de los componentes contributivo, voluntario y solidario.

El retorno del Estado a un rol preponderante en el sistema previsional significó la creación

del sistema de pensiones solidarias, financiadas por el Estado, que descansa sobre el pilar

solidario para proporcionar o complementar la cobertura de quienes en su vida laboral no

capitalizaron lo suficiente como para obtener una prestación digna. El segundo pilar sobre

el aumento de cobertura previsional de los grupos vulnerables significó la creación de la

Pensión Básica Solidaria de Vejez, para personas de 65 años de edad y más que integren el

60% más pobre de la población, y el Aporte Previsional Solidario de Vejez, que

complementa mediante un aporte del Estado las pensiones inferiores a la pensión máxima,

con aporte solidario para las personas de 65 años de edad o más que integren el 60% más

pobre de la sociedad. También se incluyeron prestaciones similares en los casos de

invalidez.
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El tercer pilar de la reforma previsional fue el sistema de capitalización individual. Los

cambios apuntaron a mejorar el régimen creado en 1981, que requería adaptaciones para

funcionar con los tres pilares, contributivo y obligatorio, solidario y voluntario, y para

mejorar el funcionamientos de las Administradoras de Fondos de Pensión (AFP), bajando

los costos de funcionamiento, aumentar la competencia y mejorar los rendimientos de las

cuentas de los aportantes.

Quedan pendientes las reformas con respecto a las edades de retiro de los trabajadores y la

suficiencia de las prestaciones. En este sentido, resulta insuficiente el aporte del 10% para

elevar y mejorar las condiciones de seguridad social de la población.

3.1.2 Los cambios de la Seguridad Social en Uruguay

En 2007 se convocó en Uruguay un diálogo amplio sobre la Seguridad Social, donde se

hizo foco sobre el sistema de pensiones. Se destacaron tres elementos: la revisión de los

parámetros de acceso a las prestaciones del sistema, de modo de flexibilizar el acceso a la

jubilación, la definición de los espacios que se deben asignar a los componentes

contributivo y no contributivo dentro del sistema de seguridad social y el estudio de

acciones de género que disminuyeran la brecha entre hombres y mujeres en el acceso a las

prestaciones de la seguridad social (CEPAL-OIT, 2010).

Con el problema de las restricciones al acceso a la jubilación por parte de los adultos

mayores ante los aportes incompletos al sistema. Se redujo la norma de años de servicio de

35 a 30 años, manteniendo la edad de retiro. La tasa de reemplazo, en el caso de un

aportante con 30 años de servicio y 60 años de edad, se estableció en el 45%, pero se

incrementa en función de la edad de retiro y los años de servicios. Para los desocupados de

58 años de edad y con 28 años de aportes, se estableció un subsidio especial por desempleo,

cuya tasa de reemplazo se situó en el 40%, por una duración máxima de dos años. Después

de finalizado este periodo, el adulto mayor puede acceder a la jubilación dado que durante

el período de percepción del subsidio también se realizaron aportes jubilatorios. Se

flexibilizaron las condiciones de acceso a los subsidios por incapacidad y se incorporó un

cómputo especial de servicios reconocidos para las mujeres, en el cual se adiciona un año

de servicio reconocido por cada hijo (con un máximo de cinco años adicionales).
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En 2008 también se puso en marcha una prestación no contributiva, denominada Asistencia

a la vejez, para ampliar la cobertura de aquellos sectores sociales más vulnerables. Esta

prestación se incorpora en el marco del Plan Equidad y surge como una necesidad a partir

del diagnóstico de que, en caso de no contar con 35 años de servicios, muchos adultos

mayores recién podrían acceder a una fuente de ingreso a los 70 años. Por este motivo, se

definió una prestación diferente para aquellas personas de 65 a 70 años de edad en

condición de pobreza.

3.1.3 Las transformaciones en Brasil

Brasil convivió durante gran parte de su historia con distintos tipos de sistemas de

pensiones, conviviendo el sistema público con el privado. Si bien en Brasil hubo un avance

de los sistemas privados, en su historia y en la actualidad tuvo mayor preponderancia el

componente público. Brasil registra como en Argentina, el mayor grado de cobertura y

desarrollo. Sin embargo, desde los años setenta se comenzó a desarrollar un sistema de

previsión complementaria, que combina administración pública y privada, organizada en

forma de capitalización con estrecha relación entre contribuciones y prestaciones.

El sistema de pensiones de Brasil se puede describir en cinco componentes: una previsión

social básica obligatoria pública denominada “régimen general”, una previsión

complementaria voluntaria de capitalización, régimenes propios para los empleados

públicos y militares, administrados en forma de reparto por cada entidad (gobierno federal

y los respectivos estados federales), otras formas de ahorro personal complementarias y la

asistencia social para adultos mayores y personas con discapacidades que se encuentran por

debajo de la linea de pobreza.

La previsión social, el régimen general, junto con los regímenes propios y

complementarios, tuvo en las últimas décadas dos reformas importantes a nivel

constitucional: la Enmienda Constitucional N° 20 de 1988 y la Enmienda Constitucional N°

41 de 2003 (CEPAL-OIT, 2010). Estas enmiendas representaron varias implicancias legales

que permitieron transformaciones parciales que posibilitaron la cobertura del 82% de los

adultos mayores de 60 años, con beneficios que tienen un valor mínimo igual al salario

mínimo legal.
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La enmienda de 1988, incluyó en la Constitución el objetivo de la cobertura universal, la no

discriminación de la población rural, la protección del valor real de las prestaciones y la

combinación en el financiamiento de impuestos, contribuciones y otras fuentes. En materia

de cobertura de prestaciones, se introdujo la prestación no contributiva denominada

beneficio de prestación continuada para personas con discapacidades o mayores de 65 años

en situación de pobreza extrema, que finalmente fue implementada en 1996 en reemplazo

de la renta mensual vitalicia. En 2009, 3,5 millones de personas (1,9 millones de

discapacitados y 1,6 millones de adultos mayores) ya recibían esta prestación, totalizando

un gasto del 0,6% del PIB. El sistema es operado por el Instituto Nacional de Seguro

Social, el cual se encarga de realizar las evaluaciones de discapacidad e implementa los

pagos mensuales principalmente a través de las instituciones bancarias.

Otro programa de gran significancia en la historia de la seguridad social de Brasil son las

pensiones rurales. Es un programa semicontributivo para trabajadores por cuenta propia de

la agricultura y la pesca que fue creado en los setenta, que luego de la reforma de la

Constitución de 1988 fue expandido en los años noventa. Las contribuciones no son

deducciones salariales sino un porcentaje que se recauda en relación con el valor de las

cosechas o los productos transados. De esta forma, cerca de ocho millones de beneficios

fueron pagados en 2010, mayoritariamente por vejez y viudez. El costo de este programa

equivale al 1,4% del PIB de Brasil.

La Enmienda N° 41 de 2003 fue un paso importante para avanzar en la armonización de los

subsistemas y para poner ciertos límites a las situaciones que generaban fuertes inequidades

entre el régimen general y los régimenes propios, como así también modificar ciertos

parámetros en la búsqueda de mayor sostenibilidad financiera al sistema. Si bien la reforma

no persigió unificar todos los régimenes federales y estaduales, se buscó mejorar las

condiciones de acceso, su transparencia y sustentabilidad. Por otro lado, se buscó que los

régimenes propios pudieran contar con un régimen complementario que refleje las

capacidades contributivas adicionales y las preferencias de los trabajadores del sistema

público de cada estado.

3.1.4 Las reformas en Bolivia
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El Estado Plurinacional de Bolivia es el único país en la región que asegura el derecho

universal a la seguridad social a los adultos mayores através de una pensión básica social

universal destinada a todas las personas mayores a cierta edad: los 65 años en las

prestaciones Bonosol (1997), Bolivida (1998) y la Renta Dignidad para los mayores de 60

años (2008).

El Bonosol se destinó en 1997 a las personas que habían cumplido 21 años y su

financiamiento provenía de dividendos de empresas públicas privatizadas, que constituían

el Fondo de Capitalización Colectiva. Esta política se ejecutó en 1997 y en el período

2003-2007. Entre 1998 y 2001 se introdujo la prestación Bolivida, cuyo requisito de acceso

se había establecido a partir de los 65 años, pero acotado para aquellos beneficiarios del

régimen de capitalización que tuvieran 50 años o más a diciembre de 1995. La periodicidad

de ambas transferencias era anual.

A partir de 2008 comenzó la prestación Renta Dignidad para todos los residentes de Bolivia

mayores a los 60 años. Las transferencias son mensuales. La prestación se financia con el

30% de lo recaudado en concepto de impuesto directo a los hidrocarburos y con los

dividendos de las empresas públicas privatizadas. Existen actualmente críticas con respecto

al financiamiento de componentes no contributivos, considerando que los sistemas de

seguridad social debieran ser financiados por componentes contributivos en su mayor parte.

3.2 Los tipos de sistemas en los países desarrollados, el caso de los países Nórdicos

3.2.1 El sistema de seguridad social noruego

La protección social en Noruega depende de tres Ministerios: el de Trabajo, que es

responsable del funcionamiento general de la Administración de Trabajo y de Bienestar y

de la mayoría de las ramas de la seguridad social; el de Sanidad y Asistencia Sanitaria, que

es responsable de los servicios sanitarios, y el de la Infancia, Igualdad e Inclusión Social,

que es el competente para las prestaciones familiares, las prestaciones dinerarias de

maternidad y la asistencia relacionada con el mantenimiento de los hijos (Comunidad

Autónoma de Cataluña, 2019).
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Las personas trabajadoras en Noruega están cubiertas por el sistema de la seguridad social

noruego. Este da derecho a una serie de prestaciones, entre otras, la pensión de jubilación,

viudez, orfandad, enfermedad y accidente de trabajo.

La población activa tiene que estar afiliada obligatoriamente para percibir las prestaciones

por enfermedad. El empleador abona las prestaciones de enfermedad durante los primeros

16 días naturales y a continuación lo hace el Sistema Nacional de la Seguridad Social. En

caso de accidente de trabajo, el seguro de accidentes de trabajo complementa las

prestaciones del sistema de seguridad social para garantizar una indemnización completa.

Todos los residentes tienen derecho a la asistencia sanitaria y este derecho no está sujeto a

una duración mínima de afiliación.

La edad de jubilación es, por regla general, a los 67 años. En cuanto a la pensión de

jubilación hay una pensión mínima garantizada para los asegurados que hayan sido

afiliados durante un periodo de 3 años entre los 16 años y los 66 años. El beneficiario que

haya cumplido 40 años de afiliación tendrá la pensión mínima garantizada íntegra. Si se ha

cumplido un periodo inferior de afiliación la pensión mínima garantizada se reducirá de

manera proporcional.

3.2.2 La seguridad social en Dinamarca

En Dinamarca, las prestaciones de la Seguridad Social son las siguientes: prestaciones de

enfermedad, hospitalización y maternidad, subsidios diarios de enfermedad y de maternidad

y ayuda para la rehabilitación; prestaciones por accidentes en el trabajo y enfermedades

profesionales; asignación para gastos funerarios; pensiones de invalidez; pensiones de vejez

y pensiones extraordinarias; prestaciones de desempleo; prestaciones familiares8. Dado que

la mayoría de las ramas de la Seguridad Social danesa son obligatorias, no existen

condiciones para poder acogerse a los distintos regímenes salvo en el caso del seguro de

desempleo.

Todos los ciudadanos daneses residentes en Dinamarca tienen derecho a una pensión de

jubilación anticipada en el caso de invalidez (pensiones de invalidez) cuando no hayan

8 “La Seguridad Social en Dinamarca”; Unión Europea (Empleo, Asuntos Sociales e Inclusión); Julio 2012.
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cumplido los 65 años de edad. Al alcanzar los 65 años tienen derecho a una pensión de

vejez. Este sistema de pensiones (las pensiones sociales) es competencia de las autoridades

locales. El Ministerio de Trabajo supervisa la aplicación de la legislación. Sin embargo, no

está legitimado para intervenir en casos individuales. El sistema de pensiones

extraordinarias concede a los trabajadores por cuenta ajena que trabajan al menos 9 horas

semanales un complemento añadido a la pensión social. La pensión parcial del seguro de

desempleo y los regímenes de prejubilación son sistemas de transición entre la vida laboral

y la jubilación gestionados por el Ministerio de Trabajo.

Las autoridades regionales y locales gestionan y financian el seguro de enfermedad que se

proporciona para el conjunto de la población. El Ministerio de Sanidad es el responsable

del seguro. Todos los residentes en Dinamarca cuentan con seguro de enfermedad. Las

autoridades locales se encargan de abonar las prestaciones en metálico en caso de

enfermedad (en el ámbito de competencias del Ministerio de Trabajo).

Las autoridades locales administran las prestaciones familiares generales y otras muchas

prestaciones familiares (en el ámbito de competencias del Ministerio de Hacienda o del

Ministerio de Asuntos Sociales e Integración. Las autoridades locales abonan las

prestaciones dinerarias en caso de maternidad (en el ámbito de competencias del Ministerio

de Trabajo).

El seguro de desempleo es voluntario y se distribuyen de acuerdo a las distintas ramas. Las

cotizaciones de los afiliados cubren parte de la cuota estatal de los gastos relacionados con

el seguro de desempleo, incluidos los de las prejubilaciones. El Ministerio de Trabajo es el

responsable del seguro de desempleo

Las prestaciones de la Seguridad Social en Dinamarca se financian con carácter general

mediante los impuestos (impuestos del Estado y de los municipios), incluida la

contribución para el mercado de trabajo.

3.3 Los países subdesarrollados

3.3.1 Las dificultades del sistema nigeriano
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En 2004 Nigeria copió la reforma chilena de las pensiones de 1981 y estableció un sistema

de capitalización basado en cuentas individuales9. El nuevo sistema no era adecuado para

un país como Nigeria ni tampoco satisfacía las aspiraciones de mejorar la cobertura de las

pensiones o contribuir al crecimiento económico.

La actual crisis financiera y económica afectó al sistema de pensiones en la medida en que

afectó a los valores bursátiles. Afectó el rendimiento de los fondos donde se invierten las

cotizaciones, las tasas de interés negativas de los bonos y de los depósitos bancarios. Los

escándalos bancarios y la crisis económica no inspiran confianza en el sistema de

capitalización ni en la capacidad del Gobierno para ofrecer prestaciones significativas a las

personas de edad avanzada.

La edad requerida para obtener el beneficio por vejez es de 60 años para ambos sexos. La

tasa de sustitución es del 30%. La pensión por fallecimiento es del 100%, una de las más

altas de África. Nigeria tiene una licencia por enfermedad de un año y otorga una suma fija

diaria.

Nigeria constituye la economía más importante de África Occidental, con el 41% del

producto interno bruto de la región10. El crecimiento económico no se ha traducido en la

prosperidad común, el progreso social equitativo y la protección del medio ambiente.

Aproximadamente un tercio de los nigerianos viven por debajo del umbral de pobreza. El

UNICEF calcula que la pobreza infantil se sitúa en el 75% (que alcanza el 90% en algunos

estados septentrionales). El Gobierno tiene el compromiso de alcanzar los Objetivos de

Desarrollo Sostenible y de aplicar reformas en aras de un crecimiento inclusivo y un

desarrollo sostenible. Nigeria está en la cúspide de un posible dividendo demográfico que

podría aumentar el crecimiento económico durante los próximos decenios si se realizan

inversiones estratégicas en los ámbitos de la salud, la educación, el empoderamiento de las

mujeres y las niñas, la creación de empleo y la buena gobernanza.

4- Conclusiones

10 “Documento del programa para Nigeria”; Naciones Unidas (Consejo Económico y Social); Septiembre 2017.

9 “Las pensiones en Nigeria: análisis del nuevo sistema de cuentas individuales”; Casey, B.; Revista
Internacional de Seguridad Social; Marzo 2011.
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Las políticas neoliberales significaron la concepción individualista de la seguridad social.

Este tipo de políticas afectaron el buen funcionamiento de la economía en general y del

mercado laboral en particular. Los tipos de financiamiento mediante el aporte de los

trabajadores activos en economías con desregulación económica y laboral significaron la

desprotección social para el conjunto de la clase pasiva y vulnerable. Podemos constatar a

partir de la propia historia argentina que cuando se aplicaron desregulaciones sobre el

mercado de trabajo se vio desfavorecido el sistema de protección social. En los períodos de

auge neoliberal, como en la Convertibilidad, se privatizó el sistema de seguridad social con

graves consecuencias sobre los beneficiarios de jubilaciones, prestaciones sociales y

protección de la niñez. En el mundo la concepción individualista de la seguridad social no

significó una mejora de la calidad de vida de la población, pero resultó en un gran negocio

para los fondos de capitales privados. Podemos corroborar que cuando no hubo

mercantilización de las prestaciones sociales por parte de los Estados, los resultados sobre

los grados de protección y cobertura fueron más amplios y brindaron mayores beneficios

que resultaron en un pacto inter e intragerenacional más equitativo y sustentable en el

tiempo. El caso de los países nórdicos muestra cómo es posible sustentar políticas de

bienestar sobre el conjunto de la población sin que eso signifique un detrimento para la

economía. Los países que más avanzaron en la protección de su clase pasiva y activa

mostraron mejores indicadores en todos sus niveles de vida y funcionamiento económico.

Los países que a lo largo de su historia prefirieron sistemas privados e individualistas

tuvieron mayores perjuicios para su población en general. En el caso particular de la

Argentina, cuando se implementaron políticas de seguridad social amplia y cubierta desde

el Estado nacional, se llegaron a los mayores niveles de bienestar general. Cuando se

aplicaron políticas de desregulación y sistemas de capitalización individual se produjo los

mayores perjuicios sobre la población en general. Se utilizaron pretextos economicistas

para la aplicación de modelos neoliberales que justificasen la aplicación de tales políticas.

Vimos la reversión de los sistemas sociales privatizados durante la Convertibilidad en la

Argentina durante los gobiernos de los años 2003 a 2015 que significaron la vuelta a los

sistemas solidarios y de mayor cobertura de la historia del país. En la actualidad se están

proponiendo de las usinas liberales la vuelta a los sistemas de capitalización individuales y

la seguridad social privatizada. Es esperable que frente a la luz de los resultados de la
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aplicación de ambas políticas totalmente contrapuestas, la población comprenda la

necesidad de preservas las capacidad estatales de regulación del sistema previsional en

general. Las políticas que pudo desarrollar el Estado Argentino gracias a la recuperación de

los Fondos de capitalización que se habían apropiado las AFJP posibilitó el despliegue de

una cantidad muy importante de políticas públicas de cuidado y mejoramiento de la calidad

de vida de la población en general. En países subdesarrollados, como el caso de Nigeria, se

aplicó un sistema de capitalización privado que resultó en una retirada total del Estado

frente a su población. Los países desarrollados que implementaron políticas activas en la

economía y en la seguridad social presentaron los mejores indicadores de desarrollo

económico y social. Podemos ver en este trabajo que en los países de desarrollo medio,

como los sudamericanos, se encuentra en disputa el rol de los Estados en la protección de

su propia población.
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